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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el accionante, señor JOSÉ ORLANDO ECHEVERRY MEJÍA, contra el fallo de tutela proferido el diecinueve (19) de julio de dos mil seis (2006) por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta en contra de la Dirección del Colegio Rural Mata de Caña de Apía (Rda.) y la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda.
2.- DEMANDA 

Con fundamento en que le fueron descontados de su nómina los días supuestamente no laborados, correspondientes al siete (7) y veinte (20) de febrero, seis (6) y veintiséis (26) de mayo, dos (2) y diecisiete (17) de junio; y, dos (2) de junio de 2006, el señor JOSÉ ORLANDO ECHEVERRY MEJÍA interpuso acción de tutela. Sobre tales fechas, refiere que presentó a la accionada (Dirección del Colegio) las correspondientes constancias de asistencia a citas médicas o de diligencias ante despachos judiciales, sin que hubiera manifestación de objeción alguna.
Refiere que  mediante resolución del dieciséis (16) de junio del presente año, se ordenó el descuento referido y a pesar de expresarse en su artículo 3º que contra la misma procedían los recursos de reposición y apelación, la misma no le fue notificada personalmente o por edicto, razón por la cual no tuvo ocasión de ejercer su derecho de contradicción y defensa. Por tanto, estima que se configuró una vía de hecho al realizarse el descuento referido, ya que de la resolución expedida el dieciséis (16) de junio de 206, sólo tuvo conocimiento el cinco (05) de julio siguiente, cuando fue a hacer el reclamo en la sección de nóminas.
Advierte además, que la Secretaría de Educación Departamental por intermedio de la Sección de Nóminas de Docentes, estaba en la obligación de verificar que la resolución citada estuviera debidamente ejecutoriada, previo el cumplimiento del trámite de notificación y agotamiento de la vía gubernativa.

Considera por tanto, vulnerado el debido proceso administrativo y solicita del Juez en sede de tutela el amparo de tal derecho y en consecuencia, que se ordene  a las accionadas proceder a la notificación personal de la resolución aludida y permitirle la interposición de los recursos; de manera adicional, que se disponga el reintegro de los dineros arbitrariamente descontados de la nómina del mes de junio de 2006; y, que se abstengan de hacerlos efectivos en el futuro, hasta tanto se haya agotado la vía gubernativa y haya quedado en firme el acto administrativo pertinente, si es que a ello hubiere lugar. 
3.- FALLO 

Luego de obtenidas las respectivas respuestas por parte de la Dirección del Colegio Matad de Caña de Apía (Rda.) y de la Secretaría de Educación Departamental, el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, profirió un fallo absteniéndose de tutelar los derechos invocados. Para ello, adujo:

- No se pronunciaba respecto al fondo de la decisión adoptada, en el entendido que ello no era del resorte del Juez Constitucional. La Dirección del Centro Educativo había tomado esa determinación  en ejercicio de su atribución exclusiva dado que era allí donde reposaban los medios probatorios que dieron apoyo a la misma. En ese sentido, era competencia de la Directora estudiar la procedencia de tales descuentos luego del análisis de las pruebas relacionadas con las ausencias del lugar de trabajo.

- En lo que hacía con el debido proceso, relacionado con la falta de trámite del recurso de reposición que el accionante interpusiera contra la resolución que ordenó los descuentos, concluyó que el escrito allegado por el señor ECHEVERRY MEJÍA a la Dirección del Centro Educativo, no indicaba por qué la decisión era injusta ni porqué debía ser cambiada. Simplemente señalaba las causas que en su criterio lo obligaron a actuar de tal manera, es decir, eran las mismas aclaraciones dadas cuando fue llamado a explicar su comportamiento. En ese entendido, ese memorial no satisfizo los requisitos contemplados en el artículo 52 del Código Contencioso Administrativo –cuyo contenido transcribió-, razón por la cual la funcionaria estimó que se trataba de un derecho de petición y como tal le dio el trámite correspondiente.
En caso de asumirse que se trataba de un recurso, no existía claridad en la forma en que la referida funcionaria debería haberlo tomado, dado que podría haber sido uno de reposición o por el contrario de apelación. Se decía así, porque en el memorial nada se dijo al respecto. Por tanto, era necesario que se expresara en forma clara y precisa cuál era el recurso que se deseaba interponer, para evitar confusiones, en vista de que no era el funcionario el que debía interpretar las pretensiones del quejoso, sino que éste debía indicarlas de manera expresa para que se procediera de conformidad.

Finalmente, frente a la actuación de la Secretaría de Educación, se tenía que simplemente se había limitado a dar cumplimiento a una resolución debidamente ejecutoriada, que ordenó los descuentos al señor JOSÉ ORLANDO ECHEVERRY MEJÍA por no haber asistido a sus labores. 

4.- IMPUGNACIÓN

El actor manifiesta su inconformidad con la providencia proferida, en cuanto si bien se hacía referencia por parte de la Directora del Centro Educativa Mata de Caña, que la resolución le había sido notificada el veintiuno (21) de junio de 2006, lo cierto era que en ese momento ya se habían efectuado los descuentos por parte de la Sección de Nóminas de la Secretaría de Educación Departamental. En su concepto, sí hubo violación al debido proceso administrativo, al imponerse una sanción sin que mediara un proceso previo para verificar las causas de su inasistencia. No se le dio la oportunidad de ejercer su derecho de defensa ni de contradicción antes de proferir la resolución que ordenó el descuento. De igual manera, por parte de la referida dependencia de la Secretaría de Educación del Departamento, porque no constató si efectivamente lo dispuesto en la resolución era el resultado de un debido proceso.
Solicita en consecuencia la revocatoria del fallo impugnado y que en su lugar, se acceda a las pretensiones de la acción.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor JOSÉ ORLANDO ECHEVERRY MEJÍA en su calidad de accionante, contra el fallo proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, en su rol de Juez Constitucional, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
En lo que es materia de la impugnación, debe advertir el Tribunal que no puede darle crédito a la afirmación hecha por el accionante en el sentido que para el veintiuno (21) de junio de la presente anualidad -cuando se dice que le fue notificada personalmente la resolución de marras- ya se habían efectuado los descuentos por parte de la Sección de Nóminas de la Secretaría de Educación Departamental. Se dice así, porque ningún medio probatorio inserto en el expediente conformado a raíz del trámite adelantado, permite llegar a semejante conclusión y, por tanto, una aseveración de esa índole queda únicamente como el particular punto de vista que sobre el trámite administrativo de cancelación de los haberes tiene el señor ECHEVERRY MEJÍA.
En el otro aspecto tocado por el impugnante, debe decirse que los actos administrativos, como manifestación de la voluntad unilateral de la Administración, siempre y cuando hayan sido proferidos por la autoridad competente en desarrollo de las precisas actividades que nuestro ordenamiento jurídico prevé para ellas, están amparados por la presunción de legalidad. Gozan por tanto de ese privilegio, mientras no hayan sido revocados, suspendidos o anulados.

En el caso a estudio, ninguna de las situaciones a las cuales se ha hecho referencia, han hecho mermar la fuerza jurídica de la resolución cuyos resultados pretenden ser revertidos a través de este excepcional mecanismo de protección constitucional. En ese entendido, es claro que no se ha acudido a la solicitud de revocatoria directa de la Resolución No 16 del dieciséis (16) de junio de 2006, ni se acudió a la jurisdicción pertinente, en aras de obtener la nulidad y el restablecimiento del derecho, tal como se consagra en el Código Contencioso Administrativo.

Se ha pretendido por parte del accionante, hacer ver que la Resolución que ocasionó los descuentos en su salario, no se encontraba en firme, en virtud del recurso que había interpuesto, lo cual en su sentir, significa que no se le dio la oportunidad para ejercer su derecho de defensa y contradicción antes de proferir ese acto administrativo que ordenó los descuentos. Si se mira con detenimiento el trámite adelantado, se observará que existe una notable contradicción en el dicho del accionante, habida cuenta de referir en el escrito que dio génesis a este procedimiento que la notificación personal no se había hecho. Esa afirmación, tuvo como consecuencia que dentro de las pretensiones originales se consignara que se pedía que se procediera a la notificación personal de la susodicha resolución, e incluso, una alusión similar aparece en el escrito de impugnación
.

Una aseveración de esa índole choca por ejemplo con el contenido del acta de notificación que se aprecia a folio 26, donde aparece la firma del señor ECHEVERRY MEJÍA (se trata de una legible) con fecha del veintiuno (21) de junio de 2006. Y qué decir de lo que se plasma en el mismo escrito de impugnación, cuando frente a esa afirmación sólo se atina a decir que para ese momento el descuento ya estaba efectuado. En esas condiciones, es claro que sí hubo notificación personal en la fecha aludida y que además, el actor conocía el contenido de la resolución que le estaba ocasionando unas consecuencias económicas negativas; pero además, que contra la susodicha decisión procedían los recursos de REPOSICIÓN y de APELACIÓN que deberían interponerse dentro de los cinco (5) días siguientes y ANTE la Directora del Centro Educativo.

Analizado el contenido del escrito remitido por el señor ECHEVERRY MEJÍA, visible en el folio 69, se tiene en primer lugar que el mismo no fue presentado ante la Dirección del Centro Educativo, así se desprende de lo que allí está consignado en letra manuscrita, que al tenor dice: “Recibí el día 27 de junio de 2006 por parte del director de Nucleo –sic-.” Peor aún, ese memorial refiere de manera genérica que “Con el merecido respeto me dirijo a usted para contestar la notificación del 16 de junio de 2006 de la cual tuve conocimiento el 21 de junio de 2006 a las 3 y 10 p.m.” 
Surge inevitable concluir, así como se hizo en la primera instancia, que en verdad no se puede pretender que el escrito así allegado pueda entenderse como la interposición de un recurso, porque además, como acertadamente se manifestó en la providencia recurrida, no se expresó de manera explícita de cuál de los dos (2) recursos que eran procedentes se trataba, si del horizontal de reposición o del vertical de apelación, o incluso, si era una reposición y en subsidio apelación. En ese contexto, la explicación rendida por la Directora de la Institución Educativa accionada es de recibo, en el sentido que ante la ambigüedad presentada, la remitió para que fuera respondido por estimar que se trataba de un derecho de petición.

En ese orden de ideas, en lo que a este Juez Constitucional concierne, la resolución a la que se hace referencia quedó en firme sin vulneración al debido proceso como se alude en la sustentación presentada.

Finalmente, según se anunció al comienzo de estas consideraciones, es evidente que el señor ECEHEVERRY MEJÍA puede perfectamente acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa para ventilar su caso, puesto que no solo se debaten las pretendidas falta de notificación o la no resolución de un recurso, sino incluso la misma validez del acto administrativo que generó los descuentos. Es esta otra razón poderosa para estimar que no es la acción de tutela el mecanismo idóneo en el presente caso, por cuanto ésta sólo procede en caso de no existir otro mecanismo judicial que dé solución al conflicto, o como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable cuyas exigencias no se dan en el presente caso.
Corolario, se confirmará el fallo objeto de impugnación. 
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con los argumentos expuestos.

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Cfr. Fl. 100 C.O.1
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